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    ara mí, colar unas líneas en un libro de Sandra Mir y Gabriel Cruz es como que David se convierta en biógrafo oficial de Goliat. Me explico. Para quien no lo sepa, Sandra y Gabriel son dos de esos famosos periodistas discretos. Dos gigantes modestos que toman con humildad su profesión, anónimos tras sus crónicas, pero conocidos y respetados hasta la saciedad para cualquiera que conozca desde dentro el mundo del periodismo en España.


    No contaré sus andanzas en estas líneas para no aburrirle, pero haré un resumen: si yo tuviera que confiar en alguien para tratar un caso, ellos estarían seguro entre los cinco primeros nombres que se me ocurren. Sandra es posiblemente la persona más tenaz que conozco, capaz de pasar varios meses cuidando ancianas con el cuerpo lleno de cables para dejar constancia de los abusos que sufren y arrancar la entrevista que todo el mundo busca. Gabriel es el hombre para todo. Más reflexivo. Periodista sobre todas las cosas, pero con los mimbres de la curiosidad imperiosa. Igual detective que archivero. El hombre atento. Y los dos forman el tándem perfecto.


    Las páginas que está a punto de leer son la mejor muestra de ello, una denuncia colmada de ironía que impacta donde más duele: en este estado absurdo que es España. La España de las autonomías. Del despilfarro. Del bolsillo roto. La España de los cargos repartidos a dedo, del compadreo y del «vuelva usted mañana». Esa que pagamos todos y que se estructura sobre una mentira. ¿Se imagina que en España se trate de distinta manera a las personas por el color de su piel? ¿Por razones de sexo? ¿Por ser hombre o mujer? Sería algo anacrónico, primitivo, además de una aberración legal. Entonces, ¿por qué permitimos que existan tantas diferencias en virtud del lugar de nacimiento?


    Dice la Constitución que todos somos iguales ante la ley. Los mismos derechos, las mismas obligaciones. Con el trabajo de Sandra y Gabriel descubrirá que no es así. Ya no hay toros en Barcelona. Un señor de Canarias puede tener perros de razas prohibidas en Toledo y los impuestos municipales son cada uno de su padre y de su madre. La regla es que no hay reglas. Por eso este libro aflora, describe y confirma con claros ejemplos el disparate de leyes, recursos duplicados y situaciones absurdas en que se ha convertido España. El fruto envenenado del lenguaje político. El juego de las diferencias; una persona es tan parecida o distante a su vecino como lo queramos ver. Todo depende de dónde nos situemos. En un extremo de la escalera, todos somos seres humanos. Todos iguales. Pero claro, eso no justifica distintas cotas de poder. En el otro, tú eres rubio y yo moreno, tú vistes de traje y yo con vaqueros. Tú de izquierdas y yo de derechas. Tú de Madrid y yo de Barcelona. Y es aquí donde está el negocio. En hacer creer al resto de tus vecinos que tú, por ser de una zona determinada, por tener una cultura propia, unas costumbres autóctonas y una forma distinta de entender el mundo, mereces un trato mejor que los demás. Mereces algo distinto. Y sobre todo, algo gestionado por el político de turno que te ha convencido de ello.


    Así entramos en una espiral creciente. Las instituciones públicas se multiplican y todo responde al interés del ciudadano. Que Andalucía tenga sesenta y cuatro páginas seguidas de cargos públicos —como demuestran los autores— es por el bien del ciudadano. Que los cargos se solapan y hasta cinco instituciones sirvan para poner reclamaciones de consumo en este país es por el bien del ciudadano. Que las comunidades autónomas, las diputaciones, los ayuntamientos acaparen cada vez más cotas de poder es por el bien del ciudadano. Calma. Cuesta un dinero, pero es un mal necesario. Así vamos a preservar nuestras culturas, nuestras costumbres, nuestros idiomas. Nuestra forma distinta de entender el mundo…


    Por eso este libro es tan importante. Estas páginas son una herramienta. Una guía. Una llamada de atención para que no nos dejemos engañar. Un jarro de agua fría para abrir los ojos. Si todos somos iguales, ¿por qué fomentamos constantemente las diferencias? Palabras como pueblo, lengua o nación tienen un componente cultural innegable. Pero un Estado es solo una organización abstracta. Una forma pactada y arbitraria de gestionar el dinero de todos. Que no nos hagan líos. España es un país donde conviven distintos pueblos. Distintas nacionalidades. Pero un solo Estado donde la gente, independientemente de ser rubio o moreno, hombre o mujer, madrileño o barcelonés, de izquierdas o de derechas, debería tener las mismas obligaciones y los mismos derechos. Ahora, Sandra y Gabriel, tras un año de pesquisas y un extenso trabajo de campo, han puesto a nuestro alcance las pruebas. Aquí las tiene. Quítese la venda porque, tras leer estas páginas, ya no tendrá excusas para caer en la trampa.


     


    DANIEL MONTERO

    






     


     


    Capítulo I
LA CASTA AUTONÓMICA
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    iene que empezar a ser consciente, usted ha contraído el virus autonómico. Esto no es más que saber que dependiendo de donde nazca tendrá más o menos derechos que sus vecinos, aunque viva a tan solo un kilómetro de la otra autonomía. Debe saber que nunca, bajo ningún concepto, debe abrir un negocio en dos comunidades diferentes, porque perderá; no debe apagar un fuego en otra región, porque no le dejarán; no se le ocurra enseñar una tarjeta sanitaria de otra autonomía, porque le mirarán mal en los hospitales. Y cuidado si cambia a sus hijos de colegio a otra región, se juega su futuro.


    Ambulancias que no se mueven, policías que se persiguen, incendios que no se apagan, escuelas que confunden… para darnos cuenta de esto, lo mejor que nos podía haber pasado ha sido la crisis. La estela que va dejando a su paso es como un detergente que limpia los colores con los que se camuflaban las mentiras que durante muchos años nos hemos ido tragando. La crisis nos ha dejado en punto muerto, así que hemos hecho una ITV a fondo de este país, y con mucho sentido del humor le vamos a contar a su dueño, que es usted, que tiene mucho más que pérdidas leves de aceite.


    Ahora parece que todos lo sabían. Empezando por el ministro de Hacienda y Administraciones Públicas, Cristóbal Montoro, que, recién estrenado su cargo, a comienzos de 2012, culpaba a las autonomías del aumento del déficit público. A buenas horas…


    Si no nos hubiéramos rascado el bolsillo, si no hubiera ni para jeringuillas de insulina, ni para libros, ni para futuras pensiones, tal vez nunca nos habríamos percatado de la inmensidad de instituciones públicas y duplicidades que existen en nuestra Administración. ¿Por qué crear algo sencillo, si se puede complicar? ¿Por qué si podemos ir en línea recta no vamos haciendo eses?


    Un día que volvíamos de grabar un reportaje a una familia que había padecido un desahucio en Córdoba, se nos ocurrió la idea de seleccionar uno a uno todos los cargos de las instituciones de la Junta de Andalucía y los colocamos ordenados uno detrás del otro. Simplemente enumerándolos, ¿sabe cuánto ocupan? ¡Sesenta y cuatro páginas completas! Si se los soltáramos aquí del tirón, ya casi habríamos acabado el libro. Si a ellos les añadimos todos los que existen en las diecisiete comunidades autónomas más las dos ciudades autónomas de Ceuta y Melilla, habríamos redactado, solo citando puestos políticos, unas dos mil páginas, un volumen similar a Guerra y paz de Tolstoi. Si además sumamos los de diputaciones, ayuntamientos, comarcas y demás, la enciclopedia ilustrada se nos queda muy corta. Somos campeones de Europa, no de fútbol, sino de los que más gobiernos tenemos y más descoordinados están.


    Hace años un periodista, fascinado por el éxito de la Transición española, le preguntó a François Mitterrand por qué Francia no copiaba un modelo como el de las autonomías españolas. El presidente francés, con una fina ironía, le respondió: «España es un país rico y se lo puede permitir». Pues bien, España de rica ya no tiene nada, pero ahí seguimos gastando como si fuéramos marajás: que si 400 millones de euros para nuestros diecisiete parlamentos, que si 500 millones en embajadas autonómicas, más de ocho mil ayuntamientos, tres millones doscientos mil empleados públicos… Porque nuestra política se anuncia como el camarero del famoso anuncio de la Once de 2003, aquel en el que dos componían la canción del verano con música de verbena, el popular «Jefe, ¿qué es lo que tiene?». Pues en nuestro sistema autonómico el camarero dice: «Teeeeengo ministros, tengo presidentes de comunidad y de diputación, tengo alcaldes, directores generales y asesores a mogollón».


    Usted se preguntará para qué sirven realmente estos políticos. Ellos se justifican alegando que están para defender su cultura, los derechos históricos de su comunidad y para acercar el gobierno al pueblo. La gran farsa aparece cuando cualquier crítica hacia ellos es identificada como un ataque a todos los ciudadanos, es decir, al confundir la parte con el todo. Pero si criticamos a Mas, no estamos criticando al pueblo catalán. Si criticamos a Aguirre, no nos metemos con los madrileños. Pero hay más: nuestros dirigentes también sirven para ponerse el sueldo que les dé la gana. Todos los alcaldes de nuestro país pueden hacerlo; y sirven para que un concejal de festejos de un ayuntamiento de tercera llegue a cobrar el doble que un profesor o un médico; sirven para que un alcalde de un municipio de cien mil habitantes pueda tener a su cargo a cincuenta y seis asesores personales, y sirven para cobrar casi el doble que el presidente del Gobierno o para que se monte toda una consejería de sanidad con su consejero, sus directores generales, etc., en una comunidad que, como La Rioja, tiene… ¡un único hospital!


    Así, a bote pronto, y cambiando radicalmente de tercio, ¿me puede decir ahora mismo qué es lo que usted guarda en su trastero? Seguramente puede confirmar que las maletas, las bicicletas y poco más. Pues en nuestros gobiernos regionales y locales pasa lo mismo, no tienen ni idea de dónde ha venido o cuánto ha costado esto o lo otro. Son los expedientes X de nuestra política y hay unos cuantos. ¿Tarareamos juntos? «Teeeeengoooooo, tengo pantallas de 300.000 euros para el Ayuntamiento de Alcorcón (Madrid), tengo un exalcalde de León con medio millón de prejubilación, teeeeengo 61.000 euros de sueldo anual en Parla (Madrid) para un “ñapas” que trabaja de peón, tengo 7.000 millones de euros de deuda que me ha dejado Gallardón…». Esto último lo podía cantar Ana Botella, la alcaldesa sustituta de Madrid.


    Veamos lo de las pantallas planas de Alcorcón:


    —¡Contreraaaaaaas! —Pérez, alarmado, llamaba a su asesor.


    —Dígame, señor alcalde.


    —Busque el inventario del consistorio del anterior gobierno, que quiero ver bien lo que hay, y repasar las cuentas… o esto va a ser un desmadre.


    Contreras se va a realizar el encargo. Pasan los días y el alcalde lo llama a su despacho.


    —Contreras, ¿qué pasa con el inventario?


    —Es que… pues… que… no existe.


    Ni Contreras ni la conversación son reales, pero no creemos errar mucho el tiro al inventar esta escena. El Ayuntamiento de Alcorcón era un trastero de esos en los que hasta que no haces limpieza no sabes lo que te vas a encontrar. Según el Grupo Popular de gobierno de esa localidad, lo que sí se había limpiado era la caja, nada más y nada menos que 10 millones de euros en gastos y proyectos de última hora. Por esa razón David Pérez, el nuevo alcalde (PP), pidió el inventario que jamás existió. Para controlar el paradero de esos bienes comprados al final de la legislatura y que todavía no se sabe a dónde han ido a parar. Lo que sí supieron de inmediato fue que la deuda ascendía a 612 millones de euros.


    Muy cerca de allí, Parla y Tomás Gómez se hacían famosos en el extranjero. Salían en los papeles como ejemplo de la ruina pública de las administraciones españolas. Lo dijo el diario Financial Times. ¿Sabe cuál era la noticia? Que el consistorio iba a ser embargado por un proveedor al que le debía 4 millones de euros. Por cierto, ¿cuánto cobra un responsable de mantenimiento con categoría de peón en este ayuntamiento? 61.000 euros anuales.


    Si nuestra situación no fuese tan negra, nuestros políticos seguirían pensando que todo el monte es orégano. Y por supuesto, usted ni papa. Porque nuestro querido país es de los pocos de Europa que aún sigue sin regular el derecho de acceso a la información oficial, es decir, que no hay apenas transparencia. Váyase a su Consejería de Hacienda y pida datos de nóminas, de cuánto se gastan en personal, en medios, en dietas… No se los van a dar, consideran que es una información que usted no debe conocer. Aunque, por lo que sabemos, esos organismos oficiales existen gracias a nuestro bolsillo.


    Además, nuestros dirigentes no permiten preguntas en las ruedas de prensa. En nuestro país, en el día a día de un periodista, nos podemos encontrar con cosas como la que sigue. Hasta para grabar algo tan simple como el agua embalsada hay que pedir permiso. Llamamos al Canal de Isabel II, la empresa pública que gestiona las aguas en Madrid.


    —Hola, mira, estoy haciendo un reportaje sobre el ahorro de agua y quiero grabar unas imágenes en un pantano.


    —Sí, nosotros te damos la autorización. Pero ¿dónde te vas a poner? Dependiendo del lugar donde quieras grabar, te tiene que autorizar el municipio que linde con la presa.


    —Bueno, no sé… donde haya buenas imágenes del agua. Se trataría de filmar la presa y luego el río más abajo.


    —¡Ah! Entonces además de al ayuntamiento del municipio deberías pedir permiso a los de la Confederación Hidrográfica para la zona del río de la que se trate.


    —¡Si yo solo quiero grabar agua! ¿Puedo ir a El Pardo? (En el distrito de Fuencarral, en Madrid, por donde pasa el río Manzanares).


    —No, en ese caso, al ser un lugar protegido y tratarse de un Real Sitio, tienes que pedir el permiso a Patrimonio Nacional.


    Solo quería grabar agua, eau, H2O, water… nada más. Una pared, otro muro, una escalera… ¡Qué entramado más fatigoso es nuestro sistema político territorial! A cada peldaño que subimos, a cada pasito que damos dentro de él nos encontramos con esa casta autonómica y local que lo custodia.


     


     


    La gran familia


     


    Día de Navidad. Es justo el momento después del café. Los hijos revolotean alrededor de un padre de familia numerosa.


    —Bueno, ¿cómo vamos? —pregunta el padre—. En mi coche cabemos siete, en el de mamá cinco, y con otros dos entramos todos.


    —No, yo paso, yo voy en el mío —dice el hijo pequeño.


    —Vale, si quieres coge tú el tuyo, ¿quién más se ofrece? Falta otro coche.


    —Que no, que te digo que yo voy solo.


    —Pero… ¿Tienes que ir luego a algún sitio, o irte antes por alguna razón?


    —No, pero me gusta llevar mi música a tope y paso de ir con más gente.


    —Yo también voy con el mío —dice el hermano mayor.


    —¿Tú quieres ir solo también?


    —Sí, me gusta poner la calefacción al máximo.


    El padre empieza a desesperarse. Todos los hijos quieren ir con su propio automóvil.


    —¿Entonces en cuántos coches vamos?


    —Pues en diecinueve —dice el benjamín—. Por cierto, papá, ¿tienes dinero para gasolina?


    Esto es más o menos un ejemplo de cómo funciona nuestro Estado autonómico. Cada uno con su coche, su música… eso sí, la gasolina la paga usted, con sus impuestos.


    Las competencias están transferidas de tal manera que hay ministerios como los de Educación y Sanidad de los que no sabemos a ciencia cierta cuáles son sus funciones. Algunos políticos comienzan a denunciar semejante despilfarro, y ahora muchos se rasgan las vestiduras ante tal despliegue de poder autonómico. Los dos partidos mayoritarios que hoy se cuestionan la validez de algunas administraciones fueron los que centrifugaron las competencias de forma desordenada, comportándose como una lavadora que mezcla la ropa de color con la ropa blanca. Lo que se llamó el «café para todos».


    Destacado es el papel del expresidente Aznar, que ha dicho que España «no puede ser competitiva con comunidades aspirando a ser miniestados». Pero años atrás proclamó: «Me precio de que bajo mi gobierno, y con pleno consenso, se completaron las transferencias de sanidad y educación a todas las comunidades autónomas». El mismo presidente que ahora, fuera del gobierno, parece no soportar a los nacionalistas fue el que en una rueda de prensa llamó a los terroristas de ETA «movimiento de liberación vasco», o el que quitó competencias de tráfico a la Guardia Civil en Cataluña. ¿Qué pasa? ¿Es que allí se circula de manera diferente?


    Así, de la misma forma nos encontramos que José Antonio Monago, actual presidente de Extremadura, opina que «al final hemos conformado diecisiete reinos de taifas, uno cruza la frontera de una comunidad y los carteles deberían ser los de bienvenidos a la república independiente de lo que sea. Hemos hecho diecisiete miniestados y eso se tiene que replantear, porque no se puede pagar, es imposible de mantener». Sin salir de su comunidad ni de su partido, nos encontramos con que el alcalde de Badajoz, Ángel Celdrán, pidió a los extremeños que dijesen que no querían más a España, en protesta por la decisión de la Unión Europea, que no priorizó las comunicaciones terrestres en Extremadura. Por su parte, el presidente gallego Núñez Feijóo, tal y como ha declarado en alguna entrevista, se considera «primer ministro» de Galicia.


    Pero ¿cómo hemos llegado hasta aquí? Repasemos un poco de historia, como si estuviéramos todavía en el colegio:


    —Juanito, dime qué es el Estado autonómico.


    —Pues… somos un país entre el sistema federal y el unitario, donde las comunidades autónomas pueden legislar, aprobar leyes en sus parlamentos, pero carecen de poder constituyente.


    —Muy bien, Juanito.


    En ese momento, otra alumna levanta el brazo.


    —Sí, dime, Paula.


    —Que eso… no es verdad.


    —¿Por qué dices eso? —pregunta la profesora extrañada.


    —Porque tienen los estatutos de autonomía.


    —Pero eso está por debajo de la Constitución.


    —¿Seguro? —pregunta Paula, con tono de listilla—. Entonces, ¿por qué en Cataluña no se contempla el castellano como lengua vehicular igual que el catalán?


    Exacto. Porque la Constitución dice que deben serlo las dos, y el Estatuto dispone que la que esté en situación minoritaria será la vehicular. Para la Consejería de Educación de Cataluña la lengua minoritaria es la catalana, y decide no acatar lo que le ordena tanto el Tribunal Supremo como el Tribunal Superior de Justicia de Cataluña, que es garantizar el bilingüismo en las escuelas. Actualmente, en los colegios catalanes se imparten veintiocho horas en catalán y dos en castellano.


    Las diecisiete comunidades y las dos ciudades autónomas (Ceuta y Melilla) se crearon al amparo de la Constitución. Sus estatutos se han ido ampliando, han ido cogiendo competencias de aquí y de allá, un poco más de justicia, dame un poco más de sanidad. Han adquirido tanto poder que ahora, en plena crisis, algunas quieren devolverlas al Estado ante la imposibilidad de mantenerlas. Ya lo han planteado Aguirre en Madrid y Valcárcel en Murcia. Vamos, que ya no hay dinero y es la hora de apagar las luces. Toca devolver el traje de fiesta al que no le han arrancado ni la etiqueta.


     


     


    El poder autonómico


     


    Vayámonos ahora a unas tierras lejanas en tiempos remotos. Sopla el viento entre nubes plomizas. Se divisa fuego a lo lejos y las grandes murallas de piedra humedecida se erigen frente al temido Señor del Sur, que llega a caballo, rodeado de campesinos y doncellas. El rey, con gesto de hastío, le espera en un trono desvencijado, con un yelmo oxidado y una capa empolvada. El Señor del Sur, blandiendo su espada, conmina a Su Majestad:


    —Quiero que me pagues mi deuda. Mi deuda histórica.


    Así acudieron los señores autonómicos de Andalucía y Extremadura hace veinticinco años a los aposentos del gobierno central. El Estado les había transferido las competencias en educación, sanidad y servicios sociales. A partir de aquel momento, se las tendrían que apañar solitos. Pero Extremadura y Andalucía eran regiones más pobres y más subdesarrolladas que las demás y le exigieron al gobierno central un pacto: que les pagaran aquellos gastos que no podrían asumir en los años venideros. Así se acuñó el término de «deuda histórica», y hoy, casi treinta años después, todavía les estamos pagando. Unos 1.200 millones de euros a Andalucía y unos 300 a Extremadura.


    Dinerito para los feudos autonómicos, algo que ha hecho que otras comunidades se hayan subido al carro de la deuda histórica de maneras muy diferentes. Estas son las cartas que llevan enviando Navidad tras Navidad a Papá Noel Estado:


     


    Querido Estado, soy Galicia. No tengo AVE, ni buenas carreteras, me merezco 21.000 millones de euros, me lo debes, es mi deuda histórica.


    Estimado gobierno central, soy Aragón. Me has mermado mucho con las reformas legislativas, por tu culpa no puedo recaudar de mis habitantes lo que me gustaría, dame 400 millones de euros, me lo debes, es mi deuda histórica.


    Hola, soy Murcia y he sido buena. Mi población ha crecido mucho y tú sigues contando como si estuviéramos en 1999. Por eso, para mis nuevos habitantes te pido 1.600 millones. Me lo debes, es mi deuda histórica.


    Posdata: Yo soy Castilla-La Mancha y te pido por la misma causa 94 millones de euros.


    Posdata 2: Yo soy Madrid, que tengo setecientos mil habitantes más de los que me contáis, me debes 1.414 millones más a mí… por cierto, nos lo debes, es nuestra deuda histórica.


     


    Pero he aquí que, cual Quijotes, nuestra aventura de caballerías y de ínsulas Baratarias se estrella contra los molinos de la crisis. Así, caídos del caballo, encontramos a ayuntamientos y comunidades con una deuda total de 180.000 millones de euros.


    Los hilos de la política se mueven en los despachos, en los pactos para votar los presupuestos generales, en los corrillos de nacionalistas y agrupaciones minoritarias. Por eso nos podemos encontrar con que un Rajoy se meta con CiU antes de la campaña electoral y acabe pactando con ella una reforma u otra. O que Coalición Canaria, un partido que nunca ha ganado en votos en el archipiélago, lleve décadas gobernando gracias a un sistema electoral cuestionado y se convierta en la llave para formar el nuevo gobierno de todo el país. Pactos, pactos, pactos. Da igual lo que sea, aunque pacte el PP con IU en Extremadura y a estos últimos los expediente su formación estatal. No importa, lo que de verdad cuenta es gobernar, reinar en un trozo de tierra, por pequeño que sea.


     


     


    Cabezas de ratón…


     


    Nuestra casta autonómica prefiere ser cabeza de ratón antes que cola de león. Para ellos legitimar su puesto es fundamental y lo hacen explotando las diferencias y las divisiones con las otras regiones. Nuestro gobierno central se convierte en un órgano inoperante y no hace nada, es como esa madre a la que se le ha escapado de las manos la educación de sus hijos.


    —¿Vas a poner la mesa hoy o no?


    —No. Me toca tirar la basura.


    —Deberías poner la mesa, habíamos hecho un trato, ¿no?


    —¡Que me dejes en paz!


    —Si no pones la mesa, te quito la paga.


    —Si me quitas la paga, no tiro la basura tampoco.


    —Eres una maleducada, vete a tu cuarto.


    —Pues sí, me voy. Y tú no puedes obligarme a nada, tengo más de treinta años y hago lo que me da la gana. Tú no me mandas ya.


    Nada tenemos que ver con países como Estados Unidos, Alemania o Suiza, donde todas las competencias están definidas. Aquí pocas cosas tenemos en común, salvo la moneda y el cambio de hora, pues eso de girar las manecillas del reloj es lo único que hacemos todos a la vez. Por lo demás, no sabemos muy bien hacia dónde tirar. ¿Sabe usted que Alemania tiene la mitad de Administración que España y es cuatro veces más rica? ¿Sabe que en Estados Unidos el gobierno central recauda el 30 por ciento y cada estado federado solo un 5 por ciento para autogestionarse? Bélgica quizá tiene mayor autogobierno regional que España. Pues bien, ¿sabe que ha estado más de quinientos días sin gobierno y es el que mejor ha lidiado la crisis económica? Quizá no sea cuestión de competencias, sino de competentes.


    Nuestro país tiene los miembros desmembrados y solo hay un mecanismo de cohesión interno entre nuestras regiones: los convenios de cooperación autonómica. En treinta años solo se han firmado cuarenta. Y ya está. Aquí sin duda alguna se cumple esta máxima: «La política es el arte de buscar problemas, encontrarlos, hacer un diagnóstico falso y aplicar después los remedios equivocados». Lo dijo Groucho Marx, y eso que no conocía cómo funciona nuestro querido sistema autonómico…


    Pase y vea.

    



     


     


    Capítulo II
Y ESTO, ¿PARA QUÉ SIRVE?


     


     


     


     


     


     

  
  -H

  


    ola, buenos días… ¿Es el teléfono de atención al consumidor de la Dirección General de Consumo de la Comunidad de Madrid?


    —Sí, dígame. ¿En qué puedo ayudarle?


    —Pues mire, quiero poner una reclamación a una agencia de alquiler de coches. ¿Qué tengo que hacer?


    —Pues en nuestra página web, Consumadrid, están los pasos a seguir para poner una reclamación.


    —Sí ya, pero verá, tengo un pequeño problema. El coche lo alquilé en Barcelona…


    Tras un silencio al otro lado de la línea, la operadora me pide que espere porque tiene que hacer una consulta. Unos segundos después retoma la conversación.


    —Pero… ¿Usted alquiló el coche de Barcelona a través de Internet aquí en Madrid?


    Uno se pregunta qué más dará que haya utilizado la red desde Madrid o desde Barcelona.


    —No, lo alquilé en una oficina de Barcelona, la empresa es de allí.


    La telefonista repite mis palabras un poco angustiada a algún experto o experta que está a su lado. Luego se dirige a mí…


    —Entonces, no sé. Es que…


    —Pero todavía tengo un problema más, como me acabo de trasladar, aún sigo empadronada en Valencia.


    Es entonces cuando se queda perpleja del todo. La funcionaria de consumo no sabe qué contestar, así que sigo hablando yo.


    —Así que no sé si poner una reclamación en alguna Oficina Municipal de Información al Consumidor del Ayuntamiento de Madrid (las conocidas OMIC), o hacerlo directamente en la Dirección General, o sea, con ustedes, que son los de la comunidad, o por otra parte, si hacerlo en la OMIC de Terrassa, que es donde alquilé el coche, o en la Agència Catalana del Consum… No sé, o incluso en el Servicio Territorial de Consumo de Valencia, donde estoy censada. ¿O tal vez tendría que hacerlo en el Instituto Nacional de Consumo?


    —Pues… —Ya le debía de estar cambiando de color el pelo cuando, acorralada, encontró la solución a todo mi embrollo mental como consumidora, y así me la soltó—: No sé, la verdad… es que es todo tan complicado…


    ¿Complicado? Uno se queda de piedra:


    —¿Entonces me puede dar una solución o no?


    —Bueno, pues haga la reclamación aquí, en la Comunidad de Madrid, y ya veremos, se estudia y se deriva donde sea…


    —¿Y puedo poner la reclamación también en las demás oficinas? Es que quiero que sea lo más rápido posible…


    —Sí, donde quiera, por eso no hay problema.


    Así que, conclusión: no es ningún problema para nuestro sistema administrativo que yo ponga exactamente la misma reclamación en seis organismos diferentes.


    La conversación es literal y aún hoy sigo sin saber a dónde dirigir mi reclamación. Como no me parecía coherente presentarla en tantos lugares, quemé el último cartucho: un correo electrónico a la dirección de información que tiene el Instituto Nacional de Consumo:


     


    Para: inc@consumo-inc.es


    Jueves, 15 de septiembre de 2011, 11:40


    Hola, mi nombre es Sandra Mir, estoy preparando un trabajo para un libro, soy periodista. Quería preguntaros si me podéis decir cuántos organismos dedicados al consumo hay en España en total, las diferencias entre las direcciones generales de consumo y las OMIC, y si se pueden poner reclamaciones en varias oficinas, y cómo se tramitan.


    Por otro lado, ¿cómo se coordinan los órganos de gobierno central en este ámbito con los de las comunidades autónomas?


    Este es mi correo electrónico y mi número de teléfono es el xxxxxxxxx. Les agradecería me contestaran lo más rápido posible o me remitieran a quien corresponda. Muchas gracias.


     


    Y esta es su contestación ocho días después:


     


    inc@mspsi.es


    Para: Sandra Mir


    Viernes, 23 de septiembre de 2011, 12:59


    Puede consultar nuestra página www.consumo-inc.es.


    Si luego quiere profundizar en algún aspecto, intentaríamos hacerlo.


    Atentamente.


     


    Y ya está, ni siquiera estaba firmada. Atentamente, ¿quién?


    Así que solo quedaba seguir el consejo y bucear por las diferentes páginas web de nuestro intrincado sistema gubernamental autonómico. Porque si hablamos de duplicidades en materia de consumo, no demandamos más porque no queremos, porque medios públicos para emitir reclamaciones sobran. Los que defienden nuestros derechos como consumidores son:


     


    
      	Oficinas municipales de información al consumidor. En Madrid, en concreto, hay cuarenta y cinco.


      	Las direcciones generales de consumo de las comunidades autónomas.


      	Asociaciones de consumidores y usuarios, que reciben subvención estatal y de las comunidades autónomas.


      	Por último, las juntas arbitrales de consumo, que pueden ser de ámbito municipal, de mancomunidad de municipios, provinciales o autonómicas. Y además existe la Junta Arbitral Nacional.

    


     


    Y por fin llegó la explicación de cómo poner una reclamación, según el Instituto Nacional de Consumo en su página web:


     


    En el caso de que decida Vd. interponer una reclamación ante las administraciones de consumo competentes y lograr que su pretensión se vea satisfecha, puede dirigirse bien a la Oficina Municipal de Información al Consumidor (OMIC) de su localidad, o la Dirección General de Consumo de su comunidad autónoma.


     


    ¿Entonces qué hacer? ¿Otra vez dicen lo mismo? Esto ya se estaba convirtiendo en algo personal. Llamada al Instituto Nacional de Consumo:


    —Perdone, ¿me puede dar datos globales de cuánto nos gastamos en oficinas, agencias, etc., en materia de consumo en todo el país? ¿Puedo poner la misma reclamación en diferentes oficinas, ya sean autonómicas, municipales o la nacional?


    —Es que nosotros no podemos ofrecerle esa información, tendrá que llamar a las comunidades autónomas.


    Entonces fue cuando la desesperación llegó a unos límites insospechados. Una por una, si no nada. Es como si usted tuviera una mansión con diecinueve habitaciones y no supiera lo que hay en cada una de ellas. No hay nadie que sepa lo que ocurre en su conjunto. Hay más estudios sobre España procedentes de Europa que los que generamos sobre nosotros mismos dentro de nuestras fronteras. Al final no sabemos ni lo que tenemos.


    Preste atención a esta conversación de los hermanos Marx:


    —Un coche y un chófer cuestan demasiado. He vendido mi coche.


    —¡Qué tontería! En su lugar, yo habría vendido al chófer y me hubiera quedado con el coche.


    —No puede ser. Necesito el chófer para que me lleve al trabajo.


    —Pero ¿cómo va a llevarle si no tiene coche?


    —No necesita llevarme. No tengo trabajo.


    Cambie el coche y el chófer por una oficina y un asesor, y verá cómo esto puede ser un claro ejemplo del absurdo en que se ha convertido nuestro sistema autonómico. Hay tantos cargos, tantos asesores, tantos organismos duplicados, excesos y estamentos multiplicados que al final hay personas dedicadas a la vida política que no tienen trabajo, porque su puesto no sirve para nada. Por eso pasa lo que pasa y es entonces cuando comienza el juego de quién asume qué.


     


     


    ¿Esto es mío o es tuyo?


     


    4 de marzo de 2011. Viernes noche. La amenaza llega del cielo. Una tormenta teñida de blanco cubre en pocos minutos el asfalto de la autovía A-6, la que une Madrid con Galicia. La nieve atrapa a miles de vehículos entre los túneles de Guadarrama y Las Rozas, un embudo que obliga a los conductores a estar inmóviles bajo el frío manto durante más de cinco horas. Los automovilistas estancados echan mano de sus teléfonos móviles para contar a través de las redes sociales en directo lo que les está pasando:


     


    Hay al menos diez kilómetros de gente parada en medio de la autovía. @Estefimtd


    Llevamos casi cinco horas para hacer menos de cincuenta kilómetros y nos obligan a dar la vuelta por la A-6 dirección Madrid en pésimo estado. @gijon2013


     


    ¿Quiere saber qué pasó? Pues que Amparo Valcarce, delegada del Gobierno en Madrid, y Francisco Granados, consejero de Presidencia, Justicia e Interior de la Comunidad de Madrid, estaban discutiendo precisamente sobre quién asume qué. El famoso juego de las competencias entre el gobierno central y las comunidades autónomas. En palabras literales de cada uno:


    Francisco Granados: «Lo que falló fueron dos cosas: las previsiones, que nuevamente volvieron a equivocarse, y la coordinación de los medios del Estado, que son responsabilidad de la delegada del Gobierno, que estuvo desaparecida durante toda la noche. En cuanto nos enteramos activamos el nivel 1 de emergencias y movilizamos a Protección Civil, servicios del SUMMA (médicos) y bomberos».


    Amparo Valcarce: «Es rotundamente falso que estuviera desaparecida durante el colapso de la A-6 y son intolerables las acusaciones del consejero. Estuve en todo momento al frente del operativo coordinado por la Dirección General de Protección Civil y la Comandancia de la Guardia Civil de Madrid. Él (Granados) no me llamó, por lo que entendí que no necesitaba más información de la que le estábamos dando».


    Entre unos y otros, allí estaban todos: Guardia Civil, el SUMMA, Protección Civil… Pero no servía para nada, porque nadie sabía quién era el que tenía que coger las riendas de la situación. La cuestión es que las carreteras pertenecen a Fomento y a la Dirección General de Tráfico, pero como tamaño fenómeno meteorológico se dio en terreno madrileño, la comunidad también quería jugar su papel.


    Por cierto, si le vuelve a ocurrir algo así, y se ve inmerso en una situación tan estrambótica, sepa que puede reclamar según la Asociación de Conductores Europeos. Está en su derecho como ciudadano y usuario. Eso sí, tiene que remitir su queja a Fomento. Sí, de esto estamos seguros, pero si no… infórmese en cualquier organismo de consumo, que seguro que le resuelven la duda.


     


     


    Muchos nombres, ¿misma cosa?


     


    —Hola, buenos días, ¿es la Entidad Local Menor de…?


    —Sí, dígame…


    —¿Me podría decir para qué sirve esta institución? Quisiera saber exactamente qué competencias tiene, quién es el responsable, etc.


    —Bueno, esto es como un ayuntamiento pero pequeñito, pero no le sé decir más.


    —No se preocupe, ha sido muy amable. Gracias y buenos días.


    No decimos el lugar concreto, porque como este hay miles en España. Se lo explicamos. La Entidad Local Menor (ELM) es a lo que oficialmente se llama «entidad de ámbito territorial inferior al municipio». Se llama así en La Rioja, Aragón, Castilla y León y Galicia, porque en otras comunidades autónomas tiene otros nombres: parroquias, pedanías, entidades locales autónomas, entidades municipales descentralizadas... Lo dice bien claro: descentralizada.


    Pero ¿qué es lo que está centralizado y se debe descentralizar? No es un refrán, que conste. Estos minigobiernos lo que hacen es acercar la Administración a los ciudadanos de zonas alejadas de la capitalidad. Hasta aquí, todo correcto. Continuemos. Los regentan el alcalde pedáneo y la junta vecinal, sus funciones son la administración y conservación del patrimonio, incluido el forestal, el aprovechamiento de los bienes comunales, etc. Y también ejecutar servicios que les delegue expresamente el ayuntamiento. Un momento, ¿depende de otro ayuntamiento más grande?


    Veamos un ejemplo: Bozoó es un pueblo «capitalino» en la provincia de Burgos. Es el que tiene el ayuntamiento, luego Portilla y Villanueva Soportilla tienen entidades locales menores que dependen de Bozoó. Son tres organismos para tres pueblos, no está mal, teniendo en cuenta que es muy difícil para el Ayuntamiento de Bozoó gestionar a sus ciento once habitantes y además no tener un apoyo para gobernar solo en los otros dos pueblos con veinticuatro y siete habitantes cada uno. No pasa nada, crear minigobiernos acerca a los ciudadanos. Correcto, por eso en nuestro país existen tres mil instituciones tan necesarias como estas, miniayuntamientos que se suman a los más de ocho mil ayuntamientos que todos conocemos. No es tanto, teniendo en cuenta que en Gran Bretaña se apañan con trescientos cuarenta entes locales para sesenta millones de habitantes. Lo más curioso de todo esto es que, cuando hay elecciones, los vecinos de las entidades locales menores echan tres papeletas. Andrés España, alcalde pedáneo de Tredós, en el Valle de Arán, lo explicaba así en la publicación alcaldes.eu:


     


    Cuando hay elecciones municipales, las de elegir alcalde, para entendernos, se votan tres papeletas: una para el pueblo donde vives, otra por los concejales de la alcaldía (…) y otra para el Consejo General del Valle de Arán.


     


    Este último es el gobierno autónomo del Valle de Arán, dentro de la provincia de Lleida, otro más que añadir a la ensalada.


    Los miniterritorios gobernados ya están inventados hace tiempo, pero por inventar que no quede, si para ello tenemos que retroceder siglos en nuestra historia.


    Porque hay nombres raros, y escalones gubernamentales para dar y vender, hay quienes, en un ramalazo de coherencia política, en plena crisis pudieron llegar a decir:


    —Contreras, ¿cuántos cargos nos quedan por repartir?


    —Pues no sé, unos siete u ocho que no están colocados.


    —Pues llama a Pere, al historiador que me contó un día no sé qué cuento chino de los medievales, que con eso podemos crear otro estamento más de gobierno.


    —Pero señor, no trabaja con nosotros, habrá que contratarlo.


    —Pues que haga un informe de esos que le pagamos, que quedan tan bien en las estadísticas, y que se invente más organismos, que aquí de historia solo sabe él.


    —Pero estamos en crisis y…


    —¡Qué crisis ni qué leches! Aquí hay que repartir, que tenemos muchos compromisos. Pero recuerde, Contreras, de cara a la galería, esto solo es por defender nuestras raíces históricas.


    Conversación ficticia que podría haberse dado un 2 de febrero de 2010, cuando el famoso tripartito catalán, reunido al completo, aprobaba el proyecto de Ley de Veguerías, una demarcación territorial histórica de Cataluña que existió desde el siglo XII hasta el XVIII. En ese proyecto transgresor se contemplaban siete nuevos organismos públicos para gobernar en siete regiones diferentes de la división provincial que actualmente tiene Cataluña. Así nacían demarcaciones nuevas como la de Tierras del Ebro, Alto Pirineo y Arán o Campo de Tarragona, junto a otras que ya tienen los mismos límites geográficos como Barcelona, Lleida o Girona.


    Muchos pueden pensar que lo que se intentaba era cambiar diputaciones, organismos provinciales y demás por este nuevo proyecto. Pero no, lo que se intentó fue aumentar las divisiones gubernamentales. En un gobierno tripartito toca menos a repartir para cada partido. Así que hay que hacer el pastel más grande, y se le echa más harina. Si había que retroceder siglos para justificar más órganos de poder, pues hecho.


    Pero las veguerías jamás vieron la luz. Una sentencia del Tribunal Constitucional de julio de 2010 sobre el Estatut frenó el proyecto, que ya estaba aprobado por el Parlament y casi puesto en marcha. El Constitucional alegó que si los límites territoriales no coincidían con las cuatro provincias, nada de nada, y argumentaba:


     


    Nada se opone a que, a efectos estrictamente autonómicos, las provincias catalanas pasaran a denominarse veguerías. Como nada impide, tampoco, que en ese supuesto los consejos de veguería sustituyeran a las diputaciones provinciales.


     


    Exacto, cambien si quieren el nombre, pero nada de duplicar y crear nuevas oficinas. Ni se les ocurra. Porque con los 556 millones de euros al año que gasta la Generalitat en los consejos comarcales ya es suficiente.


     


     


    La diputación, esa gran desconocida


     


    Imagínese una oficina con casi mil empleados. Es el día 24 de diciembre y se escucha una conversación entre una secretaria y una telefonista:


    —Oye, ¿vais a venir a cenar esta noche a casa o es mañana?


    —Nosotros hoy. Tú también, ¿no?


    —Pepe no sé; pero espera que llame.


    La telefonista marca la extensión de uno de los talleres, que está dos pisos más abajo.


    —Pepe, ¿cenas esta noche en casa?


    —Sí, de hecho nos vamos desde aquí, en coche, Manuel, que está en datos, su cuñada y dos nueras del jefe, la de los teatros y la de la sección de desarrollo económico. Creo que cabemos todos, pero con los que somos este año, no sé dónde lo vamos a celebrar.


    —¿No te has enterado? —dice la secretaria que tiene el manos libres para que la telefonista lo oiga—. La cena se hace en el salón de plenos, somos cuatrocientos cincuenta.


    Es la gran familia donde el patriarca lleva veinticuatro años al frente de un equipo de novecientos cincuenta empleados. Más de dos décadas manejando un presupuesto de 27 millones de euros anuales y una deuda de 60 millones más. Bienvenido al reino de José Luis Baltar (PP), la controvertida Diputación de Ourense, que es la segunda empresa de la provincia en número de trabajadores. Treinta y tres bedeles custodian el edificio, y presuntamente, al menos un tercio de ellos, fueron candidatos a compromisarios, es decir, podían votar en aquel congreso del PP orensano en el que el hijo del Baltar fue elegido como presidente en sustitución de su padre. Entre el año 2007 y el 2009 se empleó con contratos temporales a ciento seis personas que integraron listas del PP en noventa y dos ayuntamientos de la provincia, a setenta y nueve concejales más y a unos ciento veinte parientes de estos. El número total de familiares, «parientes de» y simpatizantes es un secreto que guarda a buen recaudo la propia institución.


    Con toda esta maraña de puestos cubiertos a dedo, hay un sector que está padeciendo a lo grande: las academias de oposiciones. Una trabajadora de uno de estos centros en Ourense nos cuenta lo siguiente: «Cuando se convocan oposiciones a la Diputación de Ourense no tenemos apenas alumnos apuntados para prepararlas. Hubo una vez el año pasado que se convocaron cincuenta plazas y no teníamos ninguno apuntado. Cuando venía gente a informarse porque no sabía muy bien a qué optar y le hablábamos de las plazas de la diputación, todos nos decían: “No, esas no, que están para los enchufados”, y así siempre».


    Pero volvamos a nuestra pregunta. ¿Sirve para algo una diputación? En el anterior caso, el de Ourense, ya hemos visto que para una función tan loable como dar puestos de trabajo a profesionales que se lo merecen. Pero en otros, tendremos que remontarnos un par de siglos para entenderlo.


    Se crearon allá por el siglo XIX, cuando el eco del «¡viva la Pepa!» todavía estaba presente, y su misión era ayudar a los municipios rurales y más pequeños en su gestión y funcionamiento. Las diputaciones hicieron que llegaran más carreteras, agua potable y demás a aquellos lugares donde no tenían recursos. Apareció la hermana mayor, la comunidad autónoma, y empezaron a mermar. Pero las diputaciones no querían perder poder y siguieron gestionando prácticamente todas las áreas de gobierno en la provincia. Hay técnicos de obras, informáticos, sanitarios, bibliotecarios, bomberos, recaudadores de impuestos, mecánicos… Eso por citar solo algunos de los oficios y profesiones que trabajan para la diputación y sus órganos satélites. Entonces, si hay diputaciones, mancomunidades, comarcas y demás, ¿cuál sobra? Duplicar competencias con otras entidades autonómicas o municipales es el leitmotiv de nuestras formas de gobernabilidad, y un ejemplo claro de esto lo tienen los maños.


    Aragón tiene un millón trescientos mil habitantes; más de la mitad se concentran en Zaragoza, su capital. Pues atento: conviven cinco niveles de administración pública, que son: el gobierno central, el de la comunidad autónoma, el de las diputaciones provinciales, el de las comarcas y el de los ayuntamientos. En total ochocientos gobiernos, setecientos treinta ayuntamientos, treinta y dos ejecutivos comarcales con más de dos mil empleados, las tres diputaciones (Zaragoza, Huesca y Teruel) y la comunidad autónoma. Muchos de los políticos de esta región duplican cargos: alcaldes que son diputados o senadores, concejales que son diputados provinciales o comarcales, etc.


    Es ahora cuando hay que preguntarse: ¿para qué se crearon los gobiernos comarcales hace diez años? Si fue para reagrupar ayuntamientos y acercar a los ciudadanos los servicios, ¿no es esa la tarea que cumple la diputación? ¿No está para organizar a los ayuntamientos de una provincia y gestionarlos? ¿En qué quedamos, diputación o comarcas?


    La organización provincial española nos cuesta un total de 22.000 millones de euros anuales. En este gasto tenemos que contabilizar los consorcios, empresas públicas, fundaciones, sociedades mercantiles y demás instituciones parasitarias que viven de ellas. De todo esto, las diputaciones solo son capaces de cubrir con sus recursos el 20 por ciento de los gastos. Por eso Rubalcaba se empeñaba en decir que había que suprimirlas. Trabajan setenta y seis mil funcionarios en ellas y lo que los ciudadanos sabemos de sus funciones es relativamente poco.


    Solo podemos destacar noticias como la de que a Carlos Fabra, expresidente de la de Castellón, le haya vuelto a tocar la lotería, o que inaugure un aeropuerto sin aviones. O podemos decir que, con un presupuesto de 661 millones, como tiene la de Barcelona, 2,5 millones se van en asesores. O en ocasiones solo llega el eco de un Rus (de la de Valencia), que envalentonado asegura que echará a todos los que se metan con la institución. En palabras suyas: «En la empresa privada quien critica a la empresa se va a la calle». Lo que no sale en la prensa es que esa diputación en concreto tiene treinta y un diputados y treinta y siete asesores que cuestan 425 millones de euros al año.


    Por cierto, jamás adivinaría cuál es la cuarta diputación más endeudada por habitante de nuestro país: La Gomera. Cada isleño debe 1.046 euros.


     


     


    El paraíso Curbelo


     


    Lo llaman «el virrey de La Gomera», es el presidente del cabildo de la isla y fue senador por el PSOE. ¿Presidente del cabildo y senador? Bueno, el primero es la máxima representación de la isla y este señor lleva en su cargo desde 1991. También tiene la presidencia de varios patronatos y órganos de la Administración Insular, y desde 1993 fue senador por La Gomera. Allí, en la Cámara Alta, tuvo el honor de ser miembro de la Comisión de Asuntos Iberoamericanos.


    «Soy el senador»; «El senador está aquí». Con lo bien que suena en las películas estadounidenses y aquí no suena a nada. Por eso hay que agradecer a don Casimiro Curbelo que un senador fuera noticia al menos un día. Su asiento en el Senado le ha aportado desde hace casi veinte años un sueldo base de 2.813 euros mensuales, a lo que hay que sumar los complementos. Además, no le han faltado medios para llevar a cabo su labor: al ser de fuera de Madrid, contaba con 1.800 euros extras mensuales para afrontar alojamiento y manutención, venga mucho o poco a la cámara, 3.000 euros anuales para taxis, vuelos gratis desde Canarias, etc. Además, doce años en la cámara son suficientes para poder cobrar el cien por cien de la pensión cuando cumpla los sesenta años.


    Pese a todo lo anterior, al señor Curbelo solo se le ha escuchado la voz para jurar su cargo, porque según su ficha del Senado no ha registrado ninguna iniciativa, ni ha intervenido y ni siquiera ha preguntado nada. ¿En veinte años no se le ha ocurrido nada?


    Sin embargo, esa voz por fin saltó a la primera página de los periódicos en verano de 2011, por fin habló el senador para decir: «No estuve ni en una sauna ni en un puticlub».


    Pero sí, sí que estuvo. Según referían los periódicos parece ser que a la salida se produjo un altercado y fue detenido. Toda la escena la presenció su hijo, con el que había acudido al local después de celebrar en una marisquería «el inicio de las vacaciones del Senado». El caso es que la fiesta en la sauna acabó con una trifulca con agresión a la policía incluida. En ella se pronunciaron frases clásicas en políticos de esta gama: «No sabe con quién está hablando»; «Voy a acabar con vuestra carrera»… Al menos es lo que reflejaban los atestados policiales. Su imagen saliendo de comisaría obligó a su partido, el PSOE, a empujarle para que dimitiera de su cargo. Él aceptó. ¿Una dimisión como Dios manda en nuestro país? Evidentemente, no, aunque de cara a la galería así lo pareciera. Dimitió, pero como tantas otras dimisiones, esta también tenía truco. La duplicidad de puestos en las autonomías y ayuntamientos hace que, aunque pierdas un puesto, puedas hacerte con otro por si las moscas.


    Días después de esa ejemplar dimisión el pleno del Cabildo de La Gomera, con los votos a favor de PSOE y Coalición Canaria, decidió que Curbelo desempeñase con dedicación exclusiva su puesto de presidente del Cabildo de La Gomera. Ahora lo haría con dedicación exclusiva, unos 5.500 euros brutos al mes, y sin tener que pensar en proposiciones para el Senado.


    Por cierto, que en la página web del cabildo, en el momento de escribir este libro todavía figura como senador. En ella encontramos que el único trabajo en la empresa privada de este filólogo fue en un instituto de enseñanza secundaria, hasta 1986. Poco antes empezó a escalar en el aparato de su partido, hasta que este fue su verdadera profesión. Porque en La Gomera bastan 7.157 votos, de un total de unos veinte mil votantes, para lograr ser senador. Y él los consiguió.


    Esto da una idea de lo que puede llegar a entrar en una cámara destinada a dar voz a todas las singularidades de nuestro Estado. Afortunadamente, en el Senado no abundan casos como el suyo. Lo que sí parece es que esta institución «no cumple con ninguna de las funciones para las que el constituyente la creó». Lo dijo Rubalcaba, que añadió que «no sintoniza con el Estado autonómico». ¿Y por qué no se cambió? Si un senador representa a su región en la Cámara del Estado, entonces ¿qué representa un presidente de una comunidad autónoma? ¿Y uno de la diputación? Por cierto, poco debe representar el Senado, porque ni Zapatero ni Rajoy se acercaron por allí para presentar la propuesta de reforma de la Constitución para introducir la limitación de endeudamiento. Sus señorías tal vez tuvieron que recurrir a la prensa para darse por enterados.


     


     


    Mancomunarse o morir


     


    Diputaciones, Senado, entidades locales menores, comarcas… Nuestro país parece la Tierra Media, con el anillo de la deuda traído y llevado para aquí y para allá. Si acudimos a la Ley de Bases de Régimen Local, vemos que solo expresa que las diputaciones asesoran y colaboran con los ayuntamientos, pero no entra en las funciones de otras áreas. Pues entonces explíqueme esto: existen el responsable de Deportes de la diputación, el director general de Deportes de la consejería, el concejal de Deportes y el consejero de Deportes, los directores provinciales de Deportes, los subdirectores de Deportes, más los responsables de la mancomunidad… ¿Mancomunidad? ¿Otro más? Pero ¿qué es esto?
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